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   MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 
       POLICÍA NACIONAL 
       SECRETARIA GENERAL 
 

 

Honorable Juez  

GIOVANNI HUMBERTO LEGRO MACHADO 

JUEZ ONCE  (11) ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO JUDICIAL  

SECCIÓN SEGUNDA 

E. S. D. 

 
 

Proceso No. 11001333501120210016000 

Demandante GUIOVANNY EDUARDO TORRES GARZON 

Demandado NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 

Medio de control NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Asunto CONTESTACIÓN DEMANDA 

 

 

MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ, identificada con la cédula de ciudadanía número 
1.075.213.373 de Neiva y Tarjeta Profesional de Abogado Número 192.012 del Consejo Superior 
de la Judicatura, apoderada de la NACIÓN - MINISTERIO DE DEFENSA - POLICÍA NACIONAL, 
de acuerdo al poder que se adjunta, me permito contestar la demanda en los siguientes términos: 

 
II. A LAS PRETENSIONES DE LA DEMANDA 

 
PRIMERA.- Que se declare la nulidad del acto administrativo S-2020-0458/APROP-GRURE 1.10 
de fecha 21 de octubre de 2020, en el cual se da respuesta negativa a la solicitud de retiro;  
 
SEGUNDA.- Que se declare la nulidad del contenido de la Resolución No. 03324 del 02 de 
diciembre de 2020, proferida por el Director de la Policía Nacional, por la cual se retira del servicio 
activo al señor It ® GUIOVANNY EDUARDO TORRES GARZON, indicando que es por solicitud 
propia, la cual es comunicada el día 05 de diciembre de 2020. 
 
TERCERA.- Que a título de restablecimiento del derecho se condene a la NACION- POLICIA 
NACIONAL DE COLOMBIA, a reintegrar al señor IT ® GUIOVANNY EDUARDO TORRES 
GARZON, en virtud que la solicitud del retiro incoada por él no fue voluntaria sino fue motivada 
por el acoso laboral del cual venía siendo víctima. 
 
CUARTO y QUINTO.- Que a título de restablecimiento del derecho se condene a la NACION- 
POLICIA NACIONAL DE COLOMBIA, a otorgar al señor IT ® GUIOVANNY EDUARDO 
TOERRES GARZON, el grado que debe ostentar al momento del reintegro; y se cancelen todas 
las sueldos, primas, subsidios, vacaciones, bonificaciones, prestaciones sociales y demás 
emolumentos dejados de percibir, como si estuviese ejerciendo el cargo al momento del retiro. 
 
SEXTO: Que los pagos sean ordenados y cancelados en moneda legal colombiana. 
 
SEPTIMO: Que se dé cumplimiento a la sentencia en los términos del artículo 192 del CPACA. 
 
OCTAVO: sobre el reconocimiento de la personería, no es una pretensión de la cual deba 
pronunciarme. 
 
ME OPONGO, a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, por cuanto los Actos 
Administrativos impugnados expedido por la Dirección General de la Policía Nacional, esto es 
Resolución No. 03324 del 02 de diciembre de 2020 y la Comunicación S-2020-0458/APROP-
GRURE 1.10 de fecha 21 de octubre de 2020, fue expedido con base en la Ley y con el lleno de 
los requisitos exigidos, sumado a la presunción de legalidad de la cual goza el mismo y que no 
ha sido desvirtuado. El retiro del señor Intendente ® GUIOVANNY EDUARDO TORRES 
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GARZON, se dio con el reconocimiento y cuidado de no afectar arbitrariamente ningún derecho 
teniendo en cuenta que fue un retiro por SOLICITUD PROPIA, además, corresponde a un acto 
administrativo estructurado atendiendo los presupuestos procesales de existencia, validez y 
eficacia procesal que debe tener todo acto emanado de la administración; además, se expidió 
por la autoridad y el funcionario competente, esto es, Director General de la Policía Nacional, lo 
que permite afirmar, que las actuaciones no fueron desproporcionadas, ni trasgredieron derecho 
fundamental alguno al accionante, por el contrario, se observaron las garantías constitucionales, 
legales y jurisprudenciales vigentes para el caso y por ende, goza del principio de legalidad. 
 

 
II. A LOS HECHOS DE LA DEMANDA 

 
PRIMERO: Sobre el retiro del servicio activo del señor Intendente ® Torres Garzón, en el que se 
indica que presuntamente se dio por voluntad propia, no es cierto, toda vez que el retiro 
efectivamente se dio por la causal de solicitud propia, ejecutado a través de la Resolución No. 
3324 del 02 de diciembre de 2020, la cual goza de presunción de legalidad. 
 

SEGUNDO AL DECIMO CUARTO: Sobre las circunstancias acaecidas cuando el señor 
Intendente ®, hacia parte de la Seccional de tránsito de Bogotá y entabla una relación con la 
Patrullera Karen Fernández Espitia, el viaje a Santa Marta y la presunta persecución laboral, 
situaciones presentadas con el señor Coronel German Jaramillo Wilches, Comandante de la 
Sección Tránsito y Transporte de Bogotá y los posteriores traslados, su buen desempeño laboral, 
las mismas son unas situaciones de tiempo modo y lugar que no son relevantes para la litis y a su 
vez, son manifestaciones y afirmaciones subjetivas de la parte activa, de las cuales no se allegó 
documental alguna por medio de la cual se puedan corroborar citados hechos. 

DECIMO CUARTO AL DECIMO NOVENO: Sobre la acción de tutela instaurada por el señor 
Intendente ® TORRES GARZON, me atengo a la información contenida dentro del desarrollo de 
la acción de tutela, instaurada en el Juzgado Cuarto Civil del Distrito Judicial de Bogotá, radicado 
No. 11001310300420180005500. 
 
VIGESIMO: Sobre el reintegro a la Seccional de Tránsito y Transporte de Bogotá y su vinculación 
al grupo SERES de la seccional, son argumentos subjetivos elevados por la parte actora a través 
de su apoderado judicial, los cuales deben ser demostrados dentro del transcurso del presente 
proceso. 
 
VIGESIMO PRIMERO: Sobre la solicitud elevada ante el Comité de Conciliación de Convivencia 
Laboral y la respuesta, se observa que la misma fue contestada indicando: 

 
 
 
 

 
 

VIGESIMO SEGUNDO al VIGESIMO CUARTO: Sobre la solicitud de retiro motivado, radicado 
por el Intendente ® Torres Garzón, para lo cual se precisa: 
 
Mediante comunicación S-2020-045829/APROP-GRURE 1.10 de fecha 21 de octubre de 2020, 
se emitió respuesta a las solicitudes de retiro radicadas por el hoy demandante Intendente ® 
TORRES GARZON, así: RAD. No. 2020-361495-MEBOG del 14-10-2020 y E-2020-051607-
DIPON del 15-10-2020: 
 

“Con fundamento en lo anterior y constatado la identificación del policial que presenta la 
solicitud, resulta necesario indicar que el retiro por solicitud propia que usted pretende le 
sea tramitado, se encuentra regulado en los artículos 55 numeral 1 y 56 del Decreto Ley 
1791 de 2000 "Por el cual se modifican las normas de carrera del Personal de Oficiales, 
Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policia Nacional", siendo la principal 
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característica de este tipo de solicitudes, la de ser realizada de forma libre y espontánea 
por parte del interesado, exenta de cualquier vicio del consentimiento (error, fuerza o dolo), 
para efectos de poder gestionarse favorablemente esta clase de requerimientos” 
 
(…) 
 

De conformidad con lo anterior, para el trámite del 
retiro por voluntad propia, debe mediar la acción 
voluntaria espontánea y libre de coacción del 
funcionario, a fin de evitar que su desvinculación 
del servicio de policía sea como consecuencia de 
un acto obligatorio, es decir que exista una 
motivación que conlleve al policía a tomar esta 
decisión. (subrayado y negrilla fuera del texto original). 

 
En este contexto, al tramitar un retiro por solicitud propia que no cumpla con las condiciones 
y requisitos determinados en la Ley y la jurisprudencia, se estaría desnaturalizando esta 
causal como quiera que esta decisión podría derivarse ya sea de la coerción, coacción u 
obligatoriedad ejercida por un tercero, lo cual sin lugar implica una alteración sustancial a 
lo dispuesto en el ordenamiento jurídico, sobre dicha causal de retiro. 
 
Ahora bien, como quiera que de manera inicial el peticionario mediante escrito de fecha 07 
de octubre de 2020, tramitado por el señor Comandante de la Policía Metropolitana de 
Bogotá, por medio de radicado No. S-2020-361495-MEBOG del 14 del mismo mes y año, 
solicito el retiro voluntario de la institución, sin indicar ninguna motivación o 
fundamentación, esta solicitud queda sin valor ni efecto, teniendo en cuenta su 
requerimiento efectuado de manera posterior específicamente para el día 15 de octubre de 
la presente anualidad, a través de comunicación oficial No. E-2020-051607-DIPON, el cual 
se insiste, se encuentra motivado, al ser ulterior, produce una derogatoria tacita del 

requerimiento inicialmente presentado, por lo que si desea 
efectivamente retirarse del servicio activo de la 
Policía Nacional por la causal de solicitud propia 
debe presentar un nuevo petitorio teniendo en 
cuenta las disposiciones legales y 
jurisprudenciales anteriormente descritas, al cual 
deberá anexarle copia de la cédula de ciudadania, 
certificado de tiempos discriminados de servicio, 
salvoconducto de vacaciones sin dias pendientes 
por disfrutar y constancia de servicio militar si lo 
presto, tramitando este escrito ante el Grupo de Talento Humano de la unidad donde 

pertenece, advirtiendo igualmente que para efectos del anterior procedimiento, ha de 
tenerse presente la Circular No. 020 /DIPON - OFPLA 13 del 01 de julio de 2020 "Medidas 
institucionales transitorias para la administración del talento humano de la Policía Nacional 
ante la emergencia sanitaria por COVID-19", en la cual 1DS-OF-0001 VER 2 Página 2 de 
3 Aprobación 27/03/2017…”(subrayado y negrilla fuera del texto original). 
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Así las cosas, como se observa, el señor Intendente ® TORRES GARZON, procede a radicar la 
solicitud de retiro en los siguientes términos: 
 

 
Dado lo anterior, mediante comunicación oficial S-2020-353061- MEBOG, de fecha 09 de octubre 
de 2020, se emite concepto tramite de retiro por causal de solicitud propia. 
 
VIGESIMO QUINTO y VIGESIMO SEXTO: Sobre la Resolución No. 3324 del 02 de diciembre de 
2020 y la notificación de dicho acto, es cierto, acto administrativo que goza de presunción de 
legalidad. 
 
VIGESIMO SEPTIMO Y VIGESIMO OCTAVO: Sobre la solicitud de conciliación prejudicial la cual 
fue celebrada el dia 12 de mayo de 2021, es cierto según las documentales aportadas. 
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III. ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 
 
Como se expuso, sustentó en precedencia y se reitera, el acto administrativo impugnado se 
estructuró atendiendo los presupuestos procesales de existencia, validez y eficacia procesal que 
debe tener todo acto emanado de la administración; además, fue expedido por la autoridad y el 
funcionario competente, esto es, Director General de la Policía Nacional, lo que permite afirmar 
que las actuaciones no fueron desproporcionadas, ni trasgredieron derecho fundamental alguno 
al accionante, por el contrario, se observaron las garantías constitucionales, legales y 
jurisprudenciales vigentes para el caso y por ende, goza del principio de legalidad y como respaldo 
de ello expongo y sustento lo siguiente: 
 

• De la normatividad aplicable - Régimen Especial: 
 
La Policía Nacional está reglada por un régimen especial que se enmarca desde el artículo 218 
de la Constitución Política de Colombia de 1991, así: 
 
Artículo 218. La ley organizará el cuerpo de Policía. La Policía Nacional es un cuerpo armado 
permanente de naturaleza civil, a cargo de la Nación, cuyo fin primordial es el mantenimiento de 
las condiciones necesarias para el ejercicio de los derechos y libertades públicas, y para asegurar 
que los habitantes de Colombia convivan en paz. 
 
La ley determinará su régimen de carrera, prestacional y disciplinario. (Subrayado y negrillas 
para destacar). 
 
Atendiendo el párrafo final de citado precepto Constitucional, el Gobierno Nacional expidió el 
Decreto Ley 1791 del 14 de septiembre de 2000 “Por el cual se modifican las normas de carrera 
del Personal de Oficiales, Nivel Ejecutivo, Suboficiales y Agentes de la Policía Nacional”, norma 
en la cual se encuentra establecido entre otros el retiro del servicio activo para el personal del 
Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional, así: 
 

(…) 

 
ARTÍCULO 54. RETIRO. <Ver Notas del Editor> <Apartes tachados INEXEQUIBLES> Es 

la situación por la cual el personal uniformado, sin perder el grado, cesa en la obligación de 

prestar servicio. 

 

El retiro de los oficiales se hará por decreto del Gobierno; y el del nivel ejecutivo, suboficiales 

y agentes, por resolución ministerial, facultad que podrá delegarse en el Director General de 

la Policía Nacional. 

 

El retiro de los oficiales deberá someterse al concepto previo de la Junta Asesora del 

Ministerio de Defensa para la Policía Nacional, excepto cuando se trate de Oficiales 

Generales y en los demás grados en los casos de destitución, incapacidad absoluta y 

permanente, gran invalidez, no superar la escala de medición del Decreto de evaluación del 

desempeño o muerte. 

 
ARTÍCULO 55. CAUSALES DE RETIRO: El retiro se produce por las siguientes causales: 

1. Por solicitud propia. 

2. Por llamamiento a calificar servicios. 

3. Por disminución de la capacidad sicofísica.  

4. Por incapacidad absoluta y permanente o gran invalidez. 

5. Por destitución. 

6. Por voluntad del Ministro de Defensa Nacional, o la Dirección General de la Policía 

Nacional por delegación, para el nivel ejecutivo, y los agentes. 

7. Por no superar la escala de medición del Decreto de Evaluación del  Desempeño Policial. 

8. Por incapacidad académica. 

9. Por desaparecimiento. 

10. Por muerte. 

 



6 

 

ARTÍCULO 56. RETIRO POR SOLICITUD PROPIA. El personal podrá solicitar su retiro 

del servicio activo en cualquier tiempo, el cual se concederá cuando no medien razones de 

seguridades nacionales o especiales del servicio que requieran su permanencia en actividad, 

a juicio de la autoridad competente. 

 
(…) 

 

Se observa entonces que la Policía Nacional con la expedición de la Resolución No. 03324 del 2 
de diciembre de 2020, suscrita por el señor General Oscar Atehortua Duque, Director General de 
la Policía Nacional, accede a la solicitud del retiro por SOLICITUD PROPIA a un funcionario del 
Nivel Ejecutivo, quien es el hoy demandante Intendente® GUIOVANNY EDUARDO TORRES 
GARZON, quien, mediante comunicado oficial, solicito el retiro de la institución por solicitud 
propia. 
 
Como se puede observar, la expedición del acto administrativo acusado se dio con los requisitos 
legales impuestos por las normas vigentes, mediante el cual se accedió a la solicitud voluntaria de 
retiro realizada por el entonces uniformado. 
 
No milita ninguna probanza mediante la cual se pueda llegar a inferir, aun indiciariamente, que el 
señor Intendente ® GUIVANNY EDUARDO TORRES GARZON, se haya visto constreñido a 
presentar el acto de retiro de la institución, pues incluso los supuestos fácticos que narra para 
construir la tesis de afectación del consentimiento, en el evento de haber sucedido, no le impedían 
dejar de renunciar y por ende, pudo evidentemente rehusarse a dimitir, razón por la cual se 
concluye que la decisión que adoptó no tiene elementos de hostigamiento, porque éste se 
configura por la coacción consistente en obligar a realizar un acto frente a la amenaza de 
ocurrencia de otro que en el sub-lite, no se determinó.   
 
No se infiere de las pruebas dentro del proceso ninguna presión ajena a la voluntad del señor 
mando del nivel ejecutivo, ni se insinúa constreñimiento o intimación alguna por parte de la 
institución. Si las circunstancias específicas que acompañaron la determinación del demandante 
hubieran sido coaccionadas, bien pudo haberse dejado consignado ese hecho en el mismo acto 
de Solicitud de Retiro, como una manifestación clara y expresa de no ser absolutamente 
consentida, voluntaria o invencible, situación que es de normal ocurrencia en estos casos y 
máxime, si el autor de la misma es una persona profesional y por tanto de un nivel cultural óptimo 
que le permite en esas condiciones dejar plasmada su inconformidad a la solicitud que califica 
de ilegal e improcedente. 
 
Al respecto, en reiteradas oportunidades el Honorable Consejo de Estado ha expresado que la 
manifestación de renuncia debe nacer de la intrínseca voluntad, libre, inequívoca y espontánea 
del empleado de separarse de sus funciones como evidentemente en este caso sucedió, así 
mismo, es de su esencia la expresión auténtica de la capacidad de discernir del señor mando del 
nivel ejecutivo, el cual tomo una decisión legitima en la medida en que ésta es autónoma, vale 
decir, querida, deseada, exenta de cualquier presión o influjo, sometida al libre albedrío de quien 
la presentó. 
 
Aditivo de lo anterior, el H. Consejo de Estado – CP: Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 
ARANGUREN - Sentencia del veintisiete (27) de enero de dos mil once (2011) - Radicación 
número: 76001-23-31-000-2001-04207-01(2515-08), indica: 
 

“De acuerdo con nuestro ordenamiento jurídico cuando el servidor público opta por retirarse 

del servicio mediante la modalidad en estudio, la dimisión ha de tener su origen o su fuente 

generatriz en el libre franco y espontáneo impulso psíquico y querer del sujeto, que descifran 

su plena voluntad. Así pues, esa renuncia debe reflejar la voluntad inequívoca del funcionario 

de retirarse de su empleo, debe ser consciente, ajena a todo vicio de fuerza  o engaño. De la 

lectura del texto contentivo de la abdicación  no se infiere ninguna presión ajena a la voluntad 

del dimitente, ni se insinúa constreñimiento o intimación alguna por parte de la nominadora de 

ese entonces. Si las circunstancias específicas que acompañaron la determinación del 

demandante hubieran sido coaccionadas, bien pudo haberse dejado consignado ese hecho en 

el mismo acto de renuncia, como una manifestación clara y expresa de no ser absolutamente 
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consentida o voluntaria, situación que es de normal ocurrencia en estos casos y máxime, si el 

autor de la misma es una persona profesional y por tanto de un nivel cultural óptimo que le 

permite en esas condiciones dejar plasmada su inconformidad a la solicitud que califica de 

ilegal e improcedente. En reiterada jurisprudencia de la Subsección “A” de la Sección Segunda 

de esta Corporación la simple insinuación o solicitud de renuncia por sí misma no constituye 

una coacción invencible que elimine el acto voluntario porque frente a dichas propuestas, el 

empleado puede desechar la oferta, insinuación o solicitud sin que ello le acarree 

consecuencias desfavorables. En el presente caso frente a la solicitud del nominador, como ya 

se dijo, bien pudo el demandante optar de forma diferente y no lo hizo. No resulta válido 

entonces, desconocer posteriormente el contenido de su voluntad expresada sin coacción, para 

deshacer una situación jurídica que con la aceptación se hizo irrevocable.” 
 
 

IV. EXCEPCIONES PREVIAS O DE FONDO 
 
1. ACTO ADMINISTRATIVO AJUSTADO A LA CONSTITUCIÓN, LA LEY Y LA 
JURISPRUDENCIA 
 
Es de señalar, que el acto administrativo impugnado contentivo en la Resolución No. 03324 del 
2 de diciembre de 2020, de la Dirección General de la Policía Nacional, “Por la cual se retira del 
servicio activo a un personal del Nivel Ejecutivo de la Policía Nacional” y el comunicado S-2020-
045829-APROP-GRURE 1.10 D FECHA 21 DE OCTUBRE DE 2020,fue estructurado atendiendo 
los presupuestos procesales de existencia, validez y eficacia procesal que debe tener todo acto 
emanado de la administración, tal referencia proviene de lo que en su momento dijo el Consejo 
de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Tercera - Subsección “C” - 
Consejero ponente: Dr. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA, Bogotá D.C., ocho (8) de 
agosto de dos mil doce (2012) Radicación número: 54001-23-31-000-1999-00111-01(23358), 
así: 
 

“Los presupuestos de existencia, son aquellas exigencias sin las cuales el acto no se configura 

como tal y por ende no surge a la vida jurídica; los presupuestos de validez, son aquellas 

condiciones de un acto existente que determinan que sea valorado positivamente por 

encontrarse ajustado al ordenamiento o, con otras palabras, que si el acto es sometido a un 

juicio de validez, no permiten que le sobrevenga una valoración negativa, los presupuestos de 

eficacia final, son aquellos requisitos indispensables para que el acto existente y válido 

produzca finalmente los efectos que estaría llamado a producir” 

 
Presupuestos que se configuran en el acto demandado y además, porque fue expedido por el 
funcionario y la autoridad competente, esto es, Director General de la Policía Nacional, previa 
solicitud voluntaria del funcionario, lo que permite afirmar con total certeza que tal actuación no 
fue desproporcionada, ni trasgredió derecho fundamental alguno como lo considera el 
demandante, sino que se observaron las garantías constitucionales, legales y jurisprudenciales 
vigentes para el caso en litigio y por ende, goza de los principios de legalidad y transparencia. 
 
 
2. EXCEPCIÓN GENÉRICA: 
 
Solicito al Despacho de manera respetuosa, se decreten de oficio las excepciones que se 
establezcan dentro de este proceso, de conformidad con lo establecido en los artículos 175 Num. 
3 y 180 Num. 6 de la Ley 1437 de 2011 “Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo”. 
 

 
V. PRUEBAS 

 
1- Información recibida mediante correo electrónico DITAH/APROP/GRURE/ No. 0388, remitido 

por el responsable de Historias Laborales GRUPO RETIROS Y REINTEGROS DITAH. 
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VII. PETICION 

 
De acuerdo con lo anteriormente expuesto, solicito con todo respeto al Honorable Juez NEGAR 
en su totalidad, las pretensiones de la demanda, ya que si bien el apoderado de la parte actora, 
la DESVIACIÓN DE LAS ATRIBUCIONES PROPIAS DE QUIEN LAS PROFIRIÓ, no prueba que 
la institución le haya vulnerado, algún tipo de derecho al funcionario policial, menos que la 
Entidad que represento haya trasgredido norma alguna. 

 
VIII. PERSONERIA 

 
Solicito al H. Juez de la República, por favor reconocerme personería de acuerdo al poder otorgado 
por el señor Secretario General de la Policía Nacional y los anexos que lo sustentan. 
 

IX. ANEXOS 
 
Me permito adjuntar el poder legalmente conferido por el señor Secretario General de la Policía 
Nacional con sus anexos. 
 
 

X. NOTIFICACIONES 

 

Se reciben en la Carrera 59 No. 26 – 21 CAN Bogotá, D.C., Dirección General de la Policía 

Nacional, correo: decun.notificacion@policia.gov.co y 

maria.bernateg@correo.policia.gov.co;  

Atentamente, 

 

 

 

 

MARÍA MARGARITA BERNATE GUTIÉRREZ 
CC. 1.075.213.373 de Neiva (Huila) 

T.P. 192. 012 del C.S. 
 
 
Carrera 59 No. 26 – 21, CAN Bogotá DC 
Dirección General de la Policía Nacional 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
Carrera 59 No. 26 – 51 CAN, Bogotá D.C. 

Dirección General de la Policía Nacional 

decun.notificacion@policia.gov.co 

 No. GP135- 5 No. SA-CER 276952 No. CO – SC6545-5No. SC6545-5

mailto:decun.notificacion@policia.gov.co
mailto:maria.bernateg@correo.policia.gov.co
mailto:decun.notificacion@policia.gov.co


2/5/22, 15:25 Correo: MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ - Outlook

https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkADM0ODBiODFjLTUyM2EtNDZkNC04YmQwLWJkNGZmODNhZDI4NwAQAEwjvbzefgZAsLWRWlXkP5… 1/1

Envío documentos solicitud de retiro IT. TORRES GARZON GIOVANY EDUARDO

DITAH GRURE-HILAB <ditah.grure-hil@policia.gov.co>
Lun 02/05/2022 11:00

Para: MARIA MARGARITA BERNATE GUTIERREZ <maria.bernateg@correo.policia.gov.co>

1 archivos adjuntos (4 MB)
torres garzon.pdf;

Bogotá D.C., 02 de Mayo 2022


Correo electrónico / DITAH-APROP-GRURE / N°. 0388


En atención a su solicitud, respetuosamente me permito enviar documentación solicitada en un (01)
archivo en formato PDF, que contiene en su interior dieciocho (18) folios útiles escritos.


Atentamente,

​Elaboró:

Tel: 3107850765






































